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Pereira, veintiuno de octubre de dos mil nueve
Acta  N° 551. 
El señor Carlos Gilberto Grajales Hernández presentó acción de tutela en contra del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, y el Civil del Circuito de esa localidad, luego del trámite de rigor y de disponer la vinculación de la Corporación Minuto de Dios, decidió mediante sentencia de 1 de septiembre pasado negar el amparo pedido. El interesado impugnó en término el fallo y de resolverlo se ocupa la Sala a continuación.
ANTECEDENTES

Da cuenta el libelo de que Carlos Gilberto Grajales Hernández y su núcleo familiar conformado por su esposa y tres hijos adquirieron una vivienda en el barrio Diego Jaramillo de Dosquebradas “destinado a ubicar a familias damnificadas por el terremoto que afectó el eje cafetero del país en enero de 1999”, en el cual también se instalaron personas que como ellos habían sido desplazadas por la violencia. Se explicó que a quienes fueron reubicados por motivo del movimiento telúrico se les otorgaron 2 subsidios de vivienda y ninguno debió pagar “monto adicional para la adquisición”
 de la casa; que él compró una de condiciones similares pero a un costo superior
, para lo cual recibió subsidios por parte del Inurbe, el Instituto de Desarrollo Rural y la Corporación Minuto de Dios, ésta última además, le hizo un préstamo por valor de $4.314.000. Considera el libelista haber sido objeto de un trato discriminatorio puesto que “unas familias fueron beneficiadas con dos subsidios para adquirir una vivienda de menor valor” (sic). Además de lo cual expone que por su situación económica no pudo pagar las cuotas del crédito, lo que dio origen al proceso ejecutivo que se llevó a cabo en el Juzgado demandado que finalizó con sentencia que ordenó el remate “de mi vivienda, la realización del avalúo y de la liquidación el (sic) crédito”, trámite que según dice fue adelantado bajo el desconocimiento de la situación de desplazamiento forzado en que se encuentra su familia, sin la debida asistencia de un abogado que defendiera sus intereses puesto que no se adoptaron “las medidas de notificación y traslado que garantizaran una defensa técnica, tal como lo exige la Ley 387 de 1997 sobre atención a la población desplazada”. Asimismo, alegó haber interpuesto el 29 de octubre de 2008 “una solicitud de nulidad del proceso ejecutivo” que fue rechazada de plano y no se tuvieron en cuenta los precedentes de la “Corte Constitucional, invocados en la solicitud”. 
Por último, se pide decretar la nulidad “del proceso ejecutivo, desde el momento mismo que se dictó auto de mandamiento de pago”, notificar del proceso a la Defensoría Pública para que le garantice que sea representado por abogado y ordenar el refinanciamiento del crédito según su capacidad de pago y “observando criterios de equidad con casos semejantes”.
El Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas admitió la demanda el 20 de agosto por auto en el que ordenó la vinculación de la entidad que ya se mencionó y dispuso la práctica de una prueba.  Al respecto, los sujetos interesados guardaron silencio, y después de practicada inspección judicial al proceso puesto en entredicho, el a quo dictó sentencia en los términos anunciados al inicio de esta providencia luego de concluir que no se cumplían los requisitos especiales y generales para que contra una decisión judicial proceda la acción de tutela toda vez que según interpretó el alegado fue un defecto material o sustantivo, cuya configuración desechó porque según la inspección judicial que practicó al proceso de que el accionante se duele, sí se le garantizó su derecho de defensa al notificársele personalmente el mandamiento ejecutivo, y que el hecho de que “no hubiera intervenido en el proceso y proceder a ejercer su defensa técnica por medio de abogado, no lo legitima para que a última hora trate de remediar su propia incuria por esta especial vía”. La apelación oportunamente interpuesta por el señor Grajales Hernández, además de aceptar la clase de defecto analizado en la sentencia, se sustentó en los mismos argumentos que expuso en la demanda. Y esta instancia antes de entrar a resolver sobre el fondo del asunto 
CONSIDERA:
De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Como bien se sabe, el artículo 40 del decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra sentencias fue declarado inexequible mediante fallo SC-543 de 1992, pero dejándose abierta la posibilidad de su ejercicio contra decisiones judiciales únicamente en el caso de la presencia de vías de hecho en las que incurra el funcionario judicial, porque al margen de cualquier otro criterio imponga el que surja de su propio capricho, de la interpretación arbitraria o antojadiza de la ley que le corresponda aplicar, causando de tal forma lesión a los derechos fundamentales de las personas involucradas en el proceso, y cuando, además, no exista otro medio de defensa judicial o que, en caso de existir, la tutela se interponga como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Así se ha repetido por la jurisprudencia hasta llegar, entre otras, a la sentencia ST 401 de 2006 en que se hicieron precisiones sobre la vía de hecho judicial.
Así las cosas, puede afirmarse de una vez que para este particular caso no se satisface el catalogo de eventualidades en las que una demanda de estas connotaciones estaría llamada a prosperar, como pasa a explicarse:
Adujo el actor vulneración al debido proceso toda vez que al desconocerse por parte del Juez a-quo sobre su situación de desplazamiento no acató lo dispuesto en la ley 387 de 1997. Al respecto, cabe decir que no se observa disposición de la citada normatividad
 que aplicable a este caso concreto fuera desconocida. Entonces, tuvo el actor la oportunidad de ser representado dentro de dicho trámite sin que pueda atribuirse más que a su displicencia no haber actuado en el proceso mediante apoderado judicial y menos excusarse en el hecho de carecer de recursos económicos para pagarlo, evento en el cual hubiera bastado con la solicitud de ser amparado por pobre (artículo 160 Código de Procedimiento Civil).

En cuanto a la solicitud de nulidad que se presentó en el proceso ejecutivo y que según puede verse de los términos de aquella y esta demanda, es la que pretende repetirse en sede constitucional, ha de decirse que si tan desatinado pareció en esa oportunidad el juicio jurídico del Juzgado Civil Municipal, debió apelarse, lo que no se hizo. En ese sentido se desechó la oportunidad procesal para que tal decisión fuera revisada, puesto que como tiénese reiterado este mecanismo no está destinado para revivir oportunidades desperdiciadas o remediar la desidia y el desinterés, y su naturaleza es eminentemente subsidiaria. A lo que procede agregar de todas maneras, que si bien es cierto no se ha establecido término de caducidad para el ejercicio de la acción de tutela, este mecanismo ha de ejercerse dentro de un plazo prudencial, pues si está previsto para la protección de derechos de tan elevada raigambre como los fundamentales no se estima razonable que se hayan dejado transcurrir más de seis meses desde el momento en que se desechó la nulidad para elevar esta censura. Tal como lo tiene dicho la jurisprudencia:

“3.4. Ahora bien, la determinación de la razonabilidad del plazo debe estimarse frente a las circunstancias particulares de cada caso, impidiendo que se convierta en un factor de inseguridad jurídica, pero sin desconocer que hayan podido existir motivos que justifiquen la demora en la solicitud de protección constitucional. En efecto, la jurisprudencia de este Tribunal viene sosteniendo que el juez de tutela debe entrar a valorar si la demora en la interposición de la acción se debió a causas ajenas a la voluntad del actor o a situaciones insuperables. Por tal motivo, frente a la comprobación de la existencia de una justa causa, el juzgador debe entrar a conocer de fondo la solicitud de amparo constitucional a pesar del tiempo transcurrido respecto de la actuación u omisión demandada.  

“3.5. En conclusión, la falta de ejercicio oportuno de la acción constitucional para obtener una protección eficaz a través de este medio breve y sumario conlleva a que ésta sea declarada improcedente y a que no sea posible un pronunciamiento de fondo respecto del asunto planteado, salvo que el juez encuentre comprobada la existencia de una razón justificativa para la inactividad del accionante”.1 

Todo lo expuesto permite concluir que la sentencia que el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas dictó en este asunto merece ser confirmada. 
DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 1 de septiembre pasado. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados
Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
  

                      Gonzalo Flórez Moreno
� Se señala que el precio de una vivienda en el citado barrio era de $12’000.000 y a los damnificados del terremoto que ocurrió en 1999, se les dieron dos subsidios por parte del FOREC, ambos en cuantía de  $12’039.000.


� Por valor de $15’000.000 


� Que fue expedida con el objeto de adoptar medidas para la prevención del fenómeno del desplazamiento forzado interno del país y la atención y protección de sus víctimas.


1 T- 690 de 2004, M.P. Doctor Rodrigo Escobar Gil. Y en igual sentido puede consultarse la sentencia T-322 DE 2008, M.P. Doctor Humberto Antonio Sierra Porto.
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